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Excelentísimo Sr. Presidente del Consejo General del Poder Judicial

Excmo. Sr.:


En virtud de lo dispuesto en el artículo 423 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y en atención a la posibilidad de iniciación del oportuno procedimiento disciplinario por el Consejo General del Poder Judicial en virtud de denuncia, el  Presidente del Consejo Nacional del  Euzko Alderdi Jeltzalea - Partido Nacionalista Vasco  que presido pone en su conocimiento  lo siguiente.


La Magistrada Presidenta de la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Bizkaia y Presidenta de la Sección Territorial del País Vasco de la Asociación Profesional de la Magistratura, presentó ante la Fundación FAES, con fecha 12 de Junio de 2003 y en  el contexto de un Seminario sobre la Legitimación del Estado de Derecho en el País Vasco, una ponencia (que se adjunta) en la que entre otras cosas se afirma:  


- ".....quiero subrayar los riesgos que se vislumbran ante la concurrencia de posturas en el seno de la Carrera judicial cercanas al Nacionalismo que, de obtener una mayor presencia en los órganos de gobierno que nos son propios, van a permitir que esta opción ideológica y política obtenga un campo abonado para propiciar un marco idóneo que le permita ahondar en la reivindicación que, desde el ámbito del actual Gobierno Vasco, se viene haciendo de un Poder Judicial Vasco" (prólogo pagina segunda).


- "La modernización de la sociedad española en su conjunto y la nueva organización territorial del Estado en un Estado de las Autonomías ha propiciado notables avances que han tenido sus efectos también en la Administración de Justicia: cierta descentralización y la transferencia de los medios materiales y personales a las Comunidades autónomas.  Aspectos en principio 

positivos que, sin embargo, en el País Vasco han venido acompañados de un empeño de intromisión de forma solapada en los órganos de gobierno de la Justicia"  (introducción página segunda)


- "Permítaseme, en este punto, advertir que a nadie le puede ya caber la duda de que, en estos últimos tiempos, en los que las competencias de la Consejería de Justicia las tiene asumidas el partido Eusko Alkartasuna, son continuas las manifestaciones expresas y directas de sus representantes políticos y administrativos en las que se pone de manifiesto que el fin que pretende esta formación se concreta en la consecución de Poder Judicial Vasco en sintonía con el documento soberanísta e independentista elaborado por el Gobierno Ibarretxe" (página 3).


- "Prosiguiendo con los cambios producidos durante estos años, no cabe duda de que la radicalización del mundo nacionalista y las continuas declaraciones contra los jueces como expresión de los órganos represivos del Estado, han traído consigo situarnos como objetivo no sólo de ETA sino también como nuevo ámbito de poder a conquistar con la aspiración de ostentar un Poder Judicial Vasco independiente y soberano separado del resto de España.  Todo ello al ser conscientes de que situar jueces y secretarios directamente nombrados por el Ejecutivo Vasco en determinados órganos jurisdiccionales puede allanar el camino para la consecución de sus objetivos independentistas, o al menos obtener que el enjuiciamiento de determinados delitos -los que cometan los parlamentarios en el ejercicio de sus cargos, denuncias de torturas- como en otras materias a saber, permisos de presos, delegaciones judiciales de la Audiencia Nacional, entre otros, se pueda realizar con interpretaciones de las normas con resultados de todos conocidos "(página 4).

1ª Consideración del denunciante: me gustaría conocer la opinión del Consejo General del Poder Judicial y particularmente la de su Presidente sobre la pertinencia de las reflexiones anteriormente indicadas.   No es en absoluto frecuente observar la intermediación de jueces en aspectos reservados a la dialéctica política, es más, conocido el contenido de la función jurisdiccional descrito por el título VI de la Constitución, reflexiones de esta naturaleza deberían estar proscritas para los jueces.   La Constitución y la Ley Orgánica del Poder Judicial enfatizan tanto la independencia judicial, como su corolario negativo, la neutralidad política. 


- "Para ilustrar esta última percepción baste recordar que, en tiempos no muy lejanos, en los que se vivieron altos grados de complacencia y benevolencia respecto a las tesis nacionalistas, se sucedieron cambios legislativos que han dejado efectos malévolos en la interpretación de la legislación como la concesión de libertad para los asesinos de ETA aun sin alcanzar los grados previos para su concesión, inexistencia del delito denunciado y, en consecuencia, archivo reiterado de las querellas que contra los parlamentarios del grupo ahora ilegalizado de HB se venían interponiendo; investigación por el contrario de forma contundente -como no podía ser de otra forma-, de los excesos en materia de detenciones" (página 4)


"Reseñar, también, que en las anteriores legislaturas se propició que un miembro del PNV formara parte del CGPJ lo que tuvo sus efectos en el País Vasco y, en concreto, en la composición de la Sala Civil y Penal." (página 4)

2ª consideración de  este denunciante: esta reflexión no parece  particularmente respetuosa con la soberanía del Congreso y Senado a efectos de designar los componentes del Consejo General del Poder Judicial. 


- "Otro punto que quiero traer aquí a colación es el del otorgamiento de tres años de antigüedad en el escalafón por conocimiento del idioma como oficial de la CAV, el euskera, en aquellas plazas donde la solicitud de Justicia en esta lengua es nula.  El efecto de esta medida es desmoralizador". (página 4)

3ª consideración del denunciante: esta otra reflexión no parece tampoco particularmente respetuosa con la propia normativa reglamentaria del Consejo General del Poder Judicial en relación al conocimiento de las lenguas cooficiales como mérito, así como con la Legislación autonómica relativa a la normalización lingüística y el carácter cooficial de determinadas lenguas previstas por la Constitución y los Estatutos de Autonomía. 


- "....quiero dejar constancia de que algunos mensajes soberanistas de los nacionalistas van calando también en las nuevas generaciones de jueces que acceden a la Carrera judicial.  Por ello, es importante no perder ni los símbolos de representación del Estado ni el concepto de unidad del Poder Judicial recogido en la Constitución Española.  En este sentido, es importante que los órganos de gobierno que nos son propios, velen y garanticen que determinadas normas básicas de funcionamiento y organización en la Comunidad Autónoma Vasca no sean divergentes con las que se acuerden en el resto de España". (página 5)


- "En cuanto que los edificios son titularidad del Gobierno Vasco, se permite cualquier intromisión que solo a través del freno que ejerce la Sala de gobierno se corrigen; por ejemplo, tras el asesinato del policía municipal de Tolosa, Joseba Pagazaurtundua, los jueces de Tolosa acordaron instalar un cartel con el lema "ETA no" y concurrieron presiones para ser retirados, sin lograrlo gracias a la valentía de nuestros compañeros que no cesaron en su empeño". (página 6)
4ª consideración de este denunciante: parece insinuarse que las presiones procedían del propio Gobierno Vasco. 


- "Cuando la Asociación mayoritaria era Jueces para la Democracia, asociación judicial que se ha situado en una línea ideológica próxima al Partido Socialista y que, en esta Comunidad, siempre ha abogado por el entendimiento con las tesis nacionalistas y coparticipado de algunas de sus iniciativas.  Así comenzaron a realizarse interpretaciones de la normativa penitenciaria flexibles y a favor de la libertad condicional, en materia de reclusos condenados por delitos de terrorismo, incluidos los condenados por delitos de sangre, que eran aceptadas por la sociedad en general y que no se recurrían por el ministerio público al ser, igualmente, compartidas por el poder político.  De esta concepción e interpretación jurisdiccional se ha avocado a la situación actual de convulsión y reproche social en relación con las resoluciones judiciales referidas a los condenados terroristas que les han venido permitiendo la posibilidad de solicitar y serles atendidas normalmente las demandas de libertad condicional sin superar el tercer grado conforme se contempla en la legislación correspondiente.  E, igualmente, eran épocas en las que presidía, por encima de otras consideraciones, la idea de reinserción del preso, olvidando a las víctimas como sujetos a indemnizar y dar respuesta a sus pretensiones como especialmente perjudicadas del delito". (página 7)


-"En el año 1989, entran en funcionamiento los Tribunales Superiores de Justicia, y se desarrolla la Ley de Planta Judicial configurándose Salas de los Civil y Penal con plazas destinadas a juristas de reconocido prestigio nombrados por el CGPJ pero a propuesta del Parlamento Vasco, que es la instancia que establece una terna.  En ese momento, se elige un magistrado a propuesta del Partido Nacionalista y otro del Partido Socialista, ambos consensuados, encargados de juzgar, junto con dos jueces de carrera, los delitos cometidos por los parlamentarios vascos en esta comunidad.  Al inicio de la andadura de esta Sala, conocido es que su actividad jurisdiccional era escasa si bien, conforme adquieren relevancia y notoriedad determinadas actuaciones y manifestaciones de los representantes del mundo radical aumenta su actividad;  aun cuando las resoluciones, y sin animo de crítica alguna, siempre han comportado la inexistencia del hecho denunciado y el archivo correspondiente.   En la 

judicatura, no se escapa la percepción del juego tan importante que estos nombramientos conllevan: los juristas de ingreso parlamentario provienen de una formación ideológica próxima al partido que los propone; situación que, conjugada con el nombramiento discrecional que, presentan las otras dos plazas del Tribunal, avoca a una situación propicia,  en un primer momento, para los intereses del Partido Nacionalista, puesto que no se puede olvidar que, a su vez, este partido tenía un representante en el CGPJ con gran poder de influencia sobre el nombramiento de plazas y en las materias que afectaban a la Comunidad".   (página 7)

5ª consideración de este denunciante: debe observarse en esta cita  la opinión poco laudatoria del comportamiento de un ex-vocal concreto del Consejo General del Poder Judicial. 


- "La trascendencia de quienes ocupan estas plazas presidida siempre por el Presidente del Tribunal Superior es muy relevante y no hay que mirar más que a la actividad resolutiva de este órgano, para sacar las consecuencias obvias".  (página 7)

6ª consideración de este denunciante: debe observarse en esta cita  la directa alusión que se dirige al Presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco en la que subliminalmente se le acusa punto menos que de prevaricador


- "En estos años, no hay que olvidar que la sala de gobierno estaba integrada mayoritariamente por miembros electos de jueces para la Democracia quienes facilitaron una influencia continua y permanente de los encargados de la Consejería de Justicia". (Página 7).


- "Solo una mínima porción, y cada vez menos, ante esta situación descrita, agravada desde el asesinato por ETA de nuestro compañero José María Lidón, somos los que persistimos en manifestar públicamente que el Poder Judicial es único y forma parte de los poderes de la Nación, al tiempo que nos creemos en la 

obligación de expresar nuestro frontal rechazo a las aspiraciones soberanistas de los partidos nacionalistas y a sus pretensiones de crear un Consejo General del Poder Judicial Vasco". (Página 12) 


- "Comenzando por la Sala Penal del TSJ, su configuración en estos momentos ha variado, precisamente por el ejercicio de la potestad discrecional que el Consejo General ostenta, y correlacionado al cambio de fuerzas que en su seno se ha producido, con las modificaciones legales realizadas en cuanto al nombramiento de sus miembros.   Por un lado, se ha nombrado un nuevo Magistrado a propuesta del Partido Popular, en sustitución por jubilación del Magistrado que en 1989 se nombró a iniciativa del PNV.  A su vez, por fallecimiento de otra compañera, concursado a esta plaza entre miembros de la Carrera judicial un Magistrado perteneciente a la Asociación Profesional de la Magistratura, estando vacante por enfermedad grave y mientras  no se produzca su baja por incapacidad del Magistrado nombrado en aquella primera terna por el PSE y con consenso del PNV.  La cuarta plaza de magistrado de la Sala de lo Civil y Penal del TS ocupa un miembro de la carrera judicial cuya provisión se efectuó en un momento en el que el representante del PNV en el CGPJ hacía valer su influencia sobre las decisiones en materia de provisión de plazas en órganos judiciales de la CAV".  (Página 14)
7ª consideración de este denunciante: resulta indignante atribuir a la Sala de los Civil y Penal del Tribunal Superior del País Vasco un componente de ideologización tan absolutamente ajeno a la realidad, calificando prácticamente toda su actuación de prevaricadora hasta que el Consejo aparentemente ha puesto orden en tal perversa situación y resulta indignante, igualmente, atribuir al CGPJ la función de reequilibrar no se sabe bien que desajuste ideológicos que en todo caso Consejos anteriores habrán provocado.

- "Resta por último el Presidente del TSJ cuya jubilación está próxima previsiblemente en Enero de 2004.  No ofrece duda alguna del cambio producido, al menos formalmente, en la  composición de esta Sala de lo Penal del TSJPV e, incluso, me atrevo a que de fondo, en la correlación de fuerzas que se deja sentir en un cambio de interpretación de la Ley.  Ello se observa en las resoluciones que se han producido en estos meses, en las que no se producen archivos automáticos de las querellas interpuestas por la Fiscalía contra aforados del Parlamento Vasco como venía siendo habitual".  (página 14)

8ª consideración de este denunciante: esta reflexión se comenta por si misma y no deja de poder ser contextualizada en el seno de las querellas interpuestas por el Fiscal General del Estado contra tres miembros de la Mesa del Parlamento Vasco. 

Las reflexiones anteriormente consignadas y realizadas en un foro público son absolutamente impropias de un Juez, se caracterizan fundamentalmente por su intensa y obsesiva impregnación ideológica, contradiciendo la necesaria neutralidad política que debe caracterizar la actuación de los representantes de la Administración de Justicia prescrita por la propia Constitución en su Título VI, así como el sometimiento de los Jueces y Magistrados al imperio de la Ley y el propio principio de independencia del Poder Judicial que determina que el Poder Judicial consiste exclusivamente en la potestad de ejercer la Jurisdicción, por lo tanto, queda excluía la potestad de interceder en la dialéctica política o parlamentaria.


Las declaraciones que hemos consignado anteriormente se realizan además por una Magistrada que según referencias periodísticas se postula como futura Presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco.  Esta circunstancia obliga a un pormenorizado análisis de los diversos juicios de valor emitidos por la Magistrada en cuestión, que además provocan la presentación de la correspondiente  DENUNCIA:

- La imputación a determinado Organo Judicial de una impregnación ideológica, incluso partidista, absolutamente injusta (nos estamos refiriendo a la Sala de lo Civil y lo Penal del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco).


-  La imputación al Presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco y a otros Magistrados de espurias vinculaciones políticas con determinados partidos políticos.


- Imputación a ex-vocales del Consejo General del Poder Judicial de actuaciones irregulares o deshonestas.


- Atribución al Consejo General del Poder Judicial de funciones tan ajenas a sus competencias propias como la de reequilibrar desviaciones ideológicas judicialmente perversas.


- Atribución a las Instituciones Públicas Vascas de actuaciones prevaricadoras.


-   Desconsideración absoluta con la trayectoria profesional de diversos compañeros de carrera judicial.


-   Desconsideración absoluta con la cooficialidad lingüística refutando la propia normativa reglamentaria del Consejo General del Poder Judicial.


-  Desconcertantes sugerencias de como debe ser en el futuro configurada la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco en previsión de asuntos judiciales que próximamente van a ser enjuiciados por dicha Sala con gran repercusión mediática.


-  Develamiento, que para ciertas opciones políticas vascas resulta realmente escalofriante, de las propias posiciones ideológicas de la Magistrada en cuestión.

Excmo. Sr. lo anteriormente expuesto no carece de relevancia disciplinaria a tenor de lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.  Por esta razón instamos formalmente la actuación disciplinaria del Órgano que tan dignamente preside.


Entendemos que se vulneran entre otros los siguientes artículos de la Ley Órganica del Poder Judicial:


El artículo 417-3 que considera falta muy grave la provocación reiterada de enfrentamientos graves con las autoridades de la circunscripción en que el Juez o Magistrado desempeñe el cargo, por motivos ajenos al ejercicio de la función jurisdiccional.


El artículo 417-4 que considera falta muy grave la intromisión, mediante órdenes o presiones de cualquier clase, en el ejercicio de la potestad jurisdiccional de otro Juez o Magistrado.


El artículo 418-1 que considera falta grave la falta de respeto a los superiores en el orden jerárquico, en su presencia, en escrito que se les dirija o con publicidad.


El artículo 418-3 que considera falta grave  dirigir a los poderes, autoridades o funcionarios públicos o Corporaciones oficiales felicitaciones o sanciones por sus actos, invocando la condición de Juez o sirviéndose de esta condición.


El artículo 418-5 que considera falta grave el exceso o abuso de autoridad, o falta grave de consideración respecto de los ciudadanos, Secretarios, Médicos forenses, Oficiales, Auxiliares y Agentes de los Juzgados y Tribunales, de los miembros del Ministerio Fiscal, Abogados y procuradores, Graduados Sociales y funcionarios de la Policía Judicial.

El artículo 419-1 que considera falta leve la falta de respeto a los superiores jerárquicos cuando no concurran las circunstancias que calificarían la conducta de falta grave.  (Como alternativa a la no consideración de la conducta como grave)

El artículo 419-2 que considera falta leve la desatención o desconsideración con iguales o inferiores en el orden jerárquico, con los ciudadanos, los miembros del Ministerio Fiscal, Médicos forenses, Abogados y Procuradores, Graduados Sociales, con los Secretarios, oficiales, Auxiliares y Agente y funcionarios de la Policía Judicial.


Por todo lo anteriormente expuesto, le comunico que el  Presidente del Consejo Nacional del Partido Nacionalista Vasco le remite la presente denuncia para que por parte del Consejo que Vd. preside proceda a la actuación que considere oportuna en cumplimiento de la Ley.


En Bilbao a 1 de Julio de 2003





Fdo: Presidente del Consejo Nacional del                       



Partido Nacionalista Vasco
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